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Saludos cordiales,

El presente correo, fue direccionado a este correo de despacho, siendo un proceso del Juzgado Tercero
Administrativo de Cartago Valle.

Gracias,

MARIA FERNANDA MENDEZ CORONADO
Secretaria 
Juzgado Tercero Administrativo Oral de Cali Valle

AVISO IMPORTANTE: 

Señor usuario, se le informa que los memoriales y/o solicitudes para cada uno de los
procesos – medio de control – deberán ser enviados al buzón de correo electrónico de
la Oficina de Apoyo Judicial, autorizado para recibir correspondencia de los Juzgados
Administrativos de la ciudad de Santiago de Cali, este es:
“of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co”. 

Todo mensaje, que se reciba en el presente correo, no será leído y automáticamente se
eliminara de nuestro servidor, con excepción de las respuestas e información
correspondiente a acciones constitucionales (Acciones de Tutela y Habeas Corpus) que
cursan en el despacho, así como comunicaciones otorgadas de los demás despachos
judiciales, de la Administración Judicial, de CSJ, del Tribunal Administrativo del Valle del
Cauca y de las Altas Cortes. 

Muchas gracias.

JUZGADO TERCERO ORAL ADMINISTRATIVO DE CALI
Tel. 896 24 16

De: Andrés Mauricio Paque Cárdenas <apaquec@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: jueves, 21 de octubre de 2021 10:50 a. m.

Para: Juzgado 03 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm03cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: CAVELEZ@UGPP.GOV.CO <CAVELEZ@UGPP.GOV.CO>


mailto:of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Asunto: RV: C53434 RV: CONTESTACION DE LA DEMANDA 76147333300320210022200 MARIA VICTORIA ALVAREZ
ECHEVERRY
 
 

Cordial saludo, 

 

Me permito remitir el presente memorial sin la constancia de radicación en el aplicativo Justicia Siglo XXI, toda vez
que no coinciden las partes suministradas con lo observado en el aplicativo para proceder a su ingreso 

Atentamente,  
 

ANDRES MAURICIO PAQUE CARDENAS  
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca. 

De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: miércoles, 20 de octubre de 2021 12:48

Para: Andrés Mauricio Paque Cárdenas <apaquec@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: C53434 RV: CONTESTACION DE LA DEMANDA 76147333300320210022200 MARIA VICTORIA ALVAREZ
ECHEVERRY
 

ÁREA DE CORRESPONDENCIA Y ARCHIVO 
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca


cid:image001.png@01D38AB8.5F7EFE10

De: CARLOS ALBERTO VELEZ ALEGRIA <cavelez@ugpp.gov.co>

Enviado: miércoles, 20 de octubre de 2021 12:23

Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
acesolucioneslegales <acesolucioneslegales@hotmail.com>

Asunto: CONTESTACION DE LA DEMANDA 76147333300320210022200 MARIA VICTORIA ALVAREZ ECHEVERRY
 
Cali, octubre de 2021.


Honorable:

JUAN FERNANDO ARANGO BETANCUR

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI

E. S. D.
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Radicado: 76147333300320210022200

Demandante: MARIA VICTORIA ALVAREZ ECHEVERRY

Demandado: UGPP

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

CARLOS ALBERTO VÉLEZ ALEGRÍA, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 76. 328. 346 de
Popayán y abogado en ejercicio con tarjeta profesional Nro. 151.741 del C. S. de la J en mi calidad de
apoderado de la parte demandada, la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÒN
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, y con el fin
de amparar el Derecho de Defensa de la entidad accionada, con todo respeto me permito
remitir CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Agradeciendo su valiosa colaboración. 

Se solicita de manera comedida se brinde acuse de recibido

 31850796 UNIFICADO.pdf

-- 


Carlos A. Velez A.
Abogado Especialista en Laboral y S.S.
Representante Legal 
Abogados y Consultores Group S.A.S
Calle 8 No 8-50 Popayán, Cauca.
+57 317 5020076

 

Aviso de Confidencialidad: La información contenida en este correo electrónico y sus anexos contiene información de carácter confidencial

de la UGPP que se encuentra dirigida en forma exclusiva al destinatario del mismo para su uso quien se encuentra obligado a mantener

reserva sobre toda la información aquí contenida. Si usted es lector de este mensaje pero no su destinatario, le informamos que no podrá usar,

retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer público su contenido, pues de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la

Ley 1273 de 2009 y todas las que le apliquen. Si ha recibido este correo por error, le agradecemos informarlo a cdsti@ugpp.gov.co y borrarlo

de su sistema. Las opiniones que contenga este mensaje son exclusivas de su autor, y no necesariamente representan la opinión oficial de

la UGPP. El remitente no aceptará responsabilidad alguna por daños causados por cualquier virus que pueda contener este correo.
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Cali, octubre de 2021. 

 
 

Honorable: 
JUAN FERNANDO ARANGO BETANCUR 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

E.      S.     D. 
 
 

Radicado:    76147333300320210022200 
Demandante:          MARIA VICTORIA ALVAREZ ECHEVERRY 

Demandado:                UGPP   
Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

 

CARLOS ALBERTO VÉLEZ ALEGRÍA, identificado con cédula de ciudadanía 
Nro. 76. 328. 346 de Popayán y abogado en ejercicio con tarjeta profesional 

Nro. 151.741 del C. S. de la J en mi calidad de apoderado de la parte 
demandada, la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL – UGPP  y con el fin de amparar el Derecho de Defensa de la entidad 
accionada, con todo respeto me permito CONTESTAR LA DEMANDA, con base 

en los siguientes argumentos: 

 

FRENTE A LOS HECHOS 

 

FRENTE AL HECHO PRIMERO: ES CIERTO. Lo referente al tiempo de 
servicios de la demandante en la procuraduría General de la Nación, 
desempeñando el cargo de Profesional Universitario entre el 23 de marzo de 

1985 al 30 de junio de 2009 y del 1 de julio de 2009 al 30 de marzo de 2015. 

 

FRENTE AL HECHO SEGUNDO: ES CIERTO. Mediante la expedición de la 
resolución RDP 017568 de 27 de abril de 2017 se reconoce una pensión a la 

demandante teniendo en cuenta que es beneficiaria del régimen de transición 
del artículo 36 de la ley 100 de 1993 por cumplir su estatus jurídico el 13 de 
mayo de 2007. 

 

FRENTE AL HECHO TERCERO: ES CIERTO. La demandante a través de 
derecho de petición solicita la reliquidación de su mesada pensional con la 
inclusión de todos los factores salariales devengados. 

 

FRENTE AL HECHO CUARTO: ES CIERTO. Mediante la resolución RDP 

00915 de 23 de abril de 2021 se ordena la reliquidación de la pensión de vejez 
de la demandante de conformidad con los certificados de factores salariales 

expedidos en formato Cetil No. 202007899999119000940008 de 1 de julio de 
2020 expedido por la Procuraduría General de la Nación. 

 



 

 

FRENTE AL HECHO QUINTO: ES CIERTO. La demandante solicita se re 

liquide la pensión de vejez con la inclusión de todos los factores salariales 
devengados en los últimos 10 años de servicio, presentando recurso de 

apelación en contra de la resolución RDP 00915 de 23 de abril de 2021. 

FRENTE AL HECHO SEXTO: ES CIERTO. Mediante la resolución RDP 
016510 de 01 de julio de 2021 se confirma en todas sus partes lo estipulado 
en la resolución No. 9915 de 23 de abril de 2021 pues se considera que a la 

demandante se le reconoce su derecho pensional conforme lo establecido en el 
régimen de transición del artículo 36 de la ley 100 de 1993 por cumplir los 

requisitos para pensionarse en vigencia de la precitada norma, reconociéndose 
para ellos los factores salariales taxativamente contemplados en el decreto 
1158 de 1994. 

FRENTE AL HECHO SÉPTIMO: ES CIERTO. Debe aclarársele al despacho 

que el cálculo del Ingreso Base de Liquidación se tomaron los factores 
salariales establecidos taxativamente en la ley 62 de 1985 y decreto 1158 de 
1994 sobre los cuales se hayan realizado los respectivos aportes pensionales, 

es decir: La asignación básica mensual, bonificación por servicios prestados, 
prima técnica. 

FRENTE AL HECHO OCTAVO: ES CIERTO. Debe aclararse que conforme la 

postura actual establecida por el Consejo de Estado la liquidación de las 
pensiones de los servidores públicos se debe realizar únicamente con los 
factores salariales que sirvieron de base de cotización.  

FRENTE AL HECHO NOVENO: NO ES CIERTO. Como quiera que la 
demandante cumple los requisitos para pensionarse en vigencia de lo 
establecido en el régimen de transición de la ley 100 de 1993, el ingreso base 

de liquidación aplicada a la liquidación del demandante se rige por lo 
establecido en el  inciso 3 del artículo 36 de la ley 100 de 1993, en 
concordancia con el artículo 21 ibídem, por lo que se aclara que al ser 

beneficiaria por remisión normativa del régimen de transición, dicho derecho le 
garantiza  acceder a su pensión teniendo en cuenta  la edad, tiempo de 

servicios y el monto previsto  tal y como lo realizó mi representada, sin que 
puedan incluirse factores salariales adicionales a los ya reconocidos. 

FRENTE AL HECHO DÉCIMO: ES CIERTO. Sin embargo, dicha circunstancia 
no quiere decir que la demandante pueda ser acreedora a una reliquidación de 

su mesada pensional como quiera que la misma se ajustó a las disposiciones 
legales vigentes sin que exista la presunta diferencia matemática aducida por 

el demandante. 

FRENTE AL HECHO DÉCIMO PRIMERO: NO ES CIERTO. Es menester 
colocar de presente al despacho que el Consejo de Estado, en sentencia de 
unificación  del 28 de agosto de 2018, magistrado ponente, Dr. CESAR 

PALOMINO CORTÉS, dentro del proceso con radicación No. 2012-00143-01,  
recogió la postura fijada de manera primaria desde el año 2010, para 
replantear lo concerniente al IBL de las personas favorecidas con el régimen 

de transición, así como de los factores salariales que deben considerarse para 
efectos de liquidar la mesa pensional, a saber: 

 “A juicio de la sala plena de lo contencioso administrativo  del Consejo de Estado una 

lectura del artículo 36 de la ley 100 de 1993 permite concluir que en el régimen de 
transición el IBL que debe tenerse en cuenta para liquidar el monto pensional es el  
previsto en el inciso 3 de dicha norma.” 

 



 

 

De este modo, la  Sala Plena sienta como regla jurisprudencial que: “El ingreso 
base de liquidación  del inciso tercero del artículo 36 de la ley 100 de 1993, 
hace parte del régimen de transición  para aquellas personas beneficiarios del 
mismo que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa de reemplazo 
del régimen general de pensiones previsto en ley 33 de 1985” 

 

FRENTE AL HECHO DUODÉCIMO: NO ES CIERTO. Por cuento no se 

enmarcaba dentro de los presupuestos legales establecidos para proceder con 
la reliquidación pensional con todos los factores salariales devengados los 

últimos 10 años de servicio. 

 

FRENTE A LAS PRETESNIONES 
 

Respetuosamente manifiesto su señoría, que con base en los fundamentos de 

hecho y de derecho que se relacionan en el presente asunto y como apoderado 
de la parte demandada, me opongo a todas y cada una de las pretensiones de 

la parte accionante, teniendo en cuenta la posición asumida por el Consejo de 
Estado, en sentencia de unificación  del 28 de agosto de 2018, las 
pretensiones  invocadas en la demanda  no tienen vocación de prosperidad , 

los factores  a tener en cuenta  en la liquidación de pensión son los enlistados 
taxativamente  en la ley  y sobre los cuales hubiere cotizado el afiliado. 

 
 

ARGUMENTOS JURÍDICOS 

 
 

Se encontró demostrado que la señora MARÍA VICTORIA ALVAREZ es 

beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la ley 100 
de 1993, como quiera que a la entrada en vigencia de la ley 100 de 1993, 

contaba con más de 35 años de edad y 15 años de tiempo de servicios, 
adquiriendo su estatus de pensionado en fecha 13 de mayo de 2007, 
debiéndose entonces liquidar su Ingreso Base de Liquidación con base en el 

75% del salario promedio, que sirvió de base para aportes al sistema 
pensional. 

 

Es menester colocar de presente al despacho que el Consejo de Estado, en 
sentencia de unificación  del 28 de agosto de 2018, magistrado ponente, Dr. 

CESAR PALOMINO CORTÉS, dentro del proceso con radicación No. 2012-
00143-01,  recogió la postura fijada de manera primaria desde el año 2010, 
para replantear lo concerniente al IBL de las personas favorecidas con el 

régimen de transición, así como de los factores salariales que deben 
considerarse para efectos de liquidar la mesa pensional, a saber: 

 

 “A juicio de la sala plena de lo contencioso administrativo  del Consejo de 
Estado una lectura del artículo 36 de la ley 100 de 1993 permite concluir que en 
el régimen de transición el IBL que debe tenerse en cuenta para liquidar el 
monto pensional es el  previsto en el inciso 3 de dicha norma” 

 

 



 

 

De este modo, la  Sala Plena sienta como regla jurisprudencial que: “El ingreso 
base de liquidación  del inciso tercero del artículo 36 de la ley 100 de 1993, 
hace parte del régimen de transición  para aquellas personas beneficiarios del 
mismo que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa de reemplazo 
del régimen general de pensiones previsto en ley 33 de 1985” 

 

De modo que dentro del fallo en mención se fijaron dos sub reglas a tener en 
cuenta: 

 

“Con unas reglas que conservaban los requisitos del régimen anterior, pero con 
un elemento particular, concretamente, el periodo que se iría a tener en cuenta 
para fijar el monto de la mesada pensional; periodo que no es otro que el 
previsto en el inciso 3 del artículo 36 o en el artículo 21 de la Ley 100 de 19931, 
así: 

 

- Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, 
el ingreso base de liquidación será (i) el promedio de lo devengado en el tiempo 
que les hiciere falta para ello, o (ii) el cotizado durante todo el tiempo, el que 
fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de 
Precios al consumidor, según certificación que expida el DANE. 

 

- Si faltare más de diez (10) años, el ingreso base de liquidación será el 
promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado 
durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, 
actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios al 
consumidor, según certificación que expida el DANE.” 

 

En este orden, y teniendo en cuenta   la posición asumida por el Consejo de 
Estado, en sentencia de unificación del 28 de agosto de 2018, las pretensiones  

invocadas en la demanda  no tienen vocación de prosperidad, por cuanto de 
conformidad con el inciso 3 del artículo 36 de 1993, el IBL no hace parte  de la 
transición  y los factores  a tener en cuenta  en la liquidación de pensión son 

los enlistados taxativamente  en la ley  y sobre los cuales hubiere cotizado el 
afiliado. 

 

Por ende, el ingreso base de liquidación aplicada a la liquidación del 
demandante se rige por lo establecido en el inciso 3 del artículo 36 de la ley 

100 de 1993, en concordancia con el artículo 21 ibídem, por lo que se aclara 
que al ser beneficiario por remisión normativa del régimen de transición, dicho 
derecho le garantiza  acceder a su pensión teniendo en cuenta  la edad, 

tiempo de servicios y el monto previsto  tal y como lo realizó mi representada. 

 

 

 

 

                                                           
1 Aplicable en virtud del inciso 2 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 que dispone que las demás 
condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, se regirán por las 
disposiciones contenidas en la presente Ley. 



 

 

Tomando este marco de referencia es necesario realizar el recuento normativo  

y jurisprudencial  que demarcan un derrotero frente al régimen de transición 
previsto en la ley 100 de 1993, esto en aras de solicitar se de prevalencia al 

fallo de unificación del Consejo de Estado de 2018. 

 

Dicho lo anterior, tenemos que la Corte Constitucional mediante sentencia 

SU-230 del 29 de abril 2015, con expediente No. T-3.558.256 y Magistrado 
Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, respecto de la aplicación del 
régimen de transición, del cual es beneficiario el causante de la prestación, 

previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, para los beneficiarios de la 
ley 4ª de 1992 señalo que:  

 

“A este respecto la Sala Plena encontró que la sentencia C-258 de 2013 fijó una 
interpretación en abstracto del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 en el sentido 
de establecer que el ingreso base de liquidación IBL no es un aspecto de la 
transición y, por tanto, son las reglas contenidas en aquél régimen general, las 
que deben observarse para determinar el monto pensional con independencia 
del régimen especial al que se pertenezca. De otro lado, resaltó que mediante 
auto A-326 de 2014, por el cual se resolvió la solicitud de nulidad de la 
sentencia T-078 del mismo año, la Sala reafirmó la interpretación sobre el 
artículo 36 de la Ley 100 de 1993 establecida en el referido fallo C-258 de 
2013, en el que por primera vez la Sala analizó el IBL, en el sentido en que, el 
modo de promediar la base de liquidación no puede ser la estipulada en la 
legislación anterior, en razón a que el régimen de transición solo comprende los 
conceptos de edad, monto y semanas de cotización y excluye el promedio de 
liquidación.  

 

Por tanto, concluyó que en el caso del actor no hubo vulneración de su derecho 
al debido proceso, pues no se estructuró el defecto sustantivo alegado, ya que si 
bien existía un precedente jurisprudencial que seguían las Salas de Revisión 
para resolver problemas jurídicos como el que ahora el actor pone a 
consideración de la Corte, lo cierto es que esa postura cambió a partir de los 
recientes pronunciamientos de la Sala Plena, que fijan un precedente 
interpretativo sobre el alcance de los incisos 2 y 3 del artículo 36 de la Ley 100 
de 1993.”2 – Subrayas fuera de texto-  

 

Además, la Sentencia SU-427 de 2016 remembró los saltos abruptos y 

vinculaciones precarias señalando que: “Los aumentos significativos de los 
ingresos del funcionario en sus últimos años de servicios derivan en una 
pensión que no guarda ninguna relación con los aportes que acumuló en su vida 
laboral, imponiéndole al Estado la obligación de proveer un subsidio muy alto 
para poder pagar la pensión reconocida”. 

 

 

 

 

                                                           
2 COMUNICADO DE PRENSA No. 16 del 29 y 30 de abril de 2015, CORTE CONSTITUCIONAL, 
sentencia SU-230 del 29 de abril 2015, expediente No. T-3.558.256, Magistrado Ponente Dr. Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub 



 

 

Luego,  la sentencia SU 210 de 2017 estableció: “Similar conclusión también se 
arribó en la Sentencia SU-210 de 2017 previamente referida, en el sentido de 
advertir que el régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 
1993, está circunscrito únicamente a los aspectos de la edad, tiempo de 
servicios o cotización, y el monto de la pensión, en la medida en que “lo atinente 
a las demás condiciones y requisitos pensionales que no estén regulados por 
dicho artículo, como el ingreso base  de liquidación, deben regirse por las 
normas contenidas en la ley, correspondientes al sistema general de 
pensiones”. 

 

Además en reciente sentencia SU 395 DEL 22 DE JUNIO DE 2017, señaló lo 

siguiente:  

 

“Recientemente en la Sentencia SU-210 de 2017 la Sala Plena  de esta 
Corporación reconoció que, inicialmente, en la jurisprudencia constitucional se 
había llegado a señalar que el Ingreso Base de Liquidación -IBL- hacía parte de 
la noción del monto de la pensión, de la que habla el inciso segundo del artículo 
36 de la Ley 100 de 1993. Bajo este criterio, los beneficiaros del régimen de 
transición tenían derecho a que el ingreso base y el monto de la pensión, fueran 
determinados con base en el régimen anterior; y solo era aplicable lo 
determinado en el inciso 3° del mencionado artículo 36 la Ley 100 de 1993 
(liquidación con el promedio de los últimos 10 años), cuando el régimen -
especial- no determinara una fórmula para calcular el IBL de la pensión. No 
obstante, la misma jurisprudencia de la Corte, con posterioridad, explicaría que 
el régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 
únicamente cobija los requisitos relacionados con la edad, el tiempo de servicios 
y tasa de reemplazo, pero no así el ingreso base de liquidación, el cual debe ser 
promediado, para todos los efectos, con la base en el régimen general, esto es, 
el promedio de los últimos 10 años de servicios. 

 

“Ello, pese a que en un principio, como más adelante se verá, los 
pronunciamientos previos a la Sentencia C-258 de 2013, relativos al régimen de 
transición, no se había fijado el criterio de interpretación constitucional sobre el 
ingreso base de liquidación, motivo por el cual se entendía que estaba permitida 

la interpretación que, a la luz de la Constitución y en aplicación de las normas 
legales vigentes, acogiera cualquiera de las Salas de Revisión en forma 
razonada y justificada sobre el tema”. 

 

En esencia la Sentencia SU-395 de 2017 de la Corte Constitucional, consideró 
que a los beneficiarios del régimen de transición pensional se les debe aplicar 

el ingreso base de liquidación de sus pensiones, como regla general, con base 
en el promedio de los salarios o rentas de cotización de los diez años 

anteriores al reconocimiento pensional. Este criterio implica que la Corte 
Constitucional rechaza formalmente la postura que en forma invariable desde 
la Ley 100 de 1993 venía sosteniendo el Consejo de Estado. 

 

 

 

 



 

 

En sentencia de unificación nuevamente resolvió sobre los criterios aplicables 

a los beneficiarios del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, 
específicamente respecto del IBL, además reitero que las reglas establecidas 

en la Sentencia SU 230 de 2015 son plenamente aplicables así estableció en la 
sentencia SU 023 de 2018, lo siguiente:  

 

“Con posterioridad a la expedición del auto de anulación (Auto 144 de 2012) y 
antes de que se profiriera la sentencia de reemplazo, la Sala Plena unificó su 
jurisprudencia en cuanto a la determinación del IBL para los beneficiarios del 
régimen de transición, en la Sentencia SU-230 de 2015, reiterada, de manera 
reciente, en las sentencias SU-210 y SU-395, ambas de 2017. Este precedente, 
consideró la Sala Plena, vinculaba la solución del caso y no las consideraciones 
plasmadas en el Auto 144 de 2012, en relación con el “alcance y la 
interpretación de los incisos 2 y 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 sobre la 
aplicación integral de las reglas de los regímenes especiales de pensiones a los 
beneficiarios del régimen de transición”. El objeto del auto de anulación fue 
afirmar la competencia de la Sala Plena para fijar una postura de unificación 
jurisprudencial, cualquiera que aquella fuere, sobre la referida materia y no de 
las Salas de Revisión. Con fundamento en lo anterior, concluyó la Sala Plena 
que el tutelante nunca tuvo un derecho cierto a la reliquidación de su mesada 
pensional, con fundamento en factores salariales sobre los cuales no realizó el 
respectivo aporte y en el promedio de liquidación fijado por una norma 
derogada. Se trataba de una mera expectativa, que en algún momento encontró 
sustento en algunas sentencias de las Salas de Revisión, citadas por el 
tutelante y que fueron consideradas en el Auto 144 de 2012. Sin embargo, tal 
como se indicó en la Sentencia SU-230 de 2015, dichas providencias se 
encontraban en tensión con otras sentencias proferidas por las demás salas de 
revisión, y con otros postulados constitucionales contenidos en el Acto 
Legislativo 01 de 2005. Esta situación, finalmente, condujo a la unificación de la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional en la materia, por medio de la 
Sentencia SU-230 de 2015, precedente en el que, insistió la Sala Plena, era el 
relevante y vinculante para la resolución del caso actual.” 

 

En este orden, se considera que no es procedente la reliquidación pensional de 
la parte demandante incluyendo en su base de liquidación la totalidad de los 

factores devengados en el último año de servicios, incluyendo factores sobre 
los cuales no realizó cotización o aportes al sistema, pues es clara la posición 

del Consejo de Estado en el sentido de que el ingreso base de liquidación del 
artículo 36 de la ley 100 de 1993, hace parte del régimen de transición, por lo 
que el periodo para liquidar la pensión será el previsto en el inciso tercero de 

dicha norma y los factores salariales son únicamente aquellos sobre los cuales 
se haya efectuado portes o cotizaciones a pensiones. 

 

El salario mensual base para calcular las cotizaciones al sistema general de 
pensiones de los servidores públicos que por el presente decreto se 

incorporan, estará constituido por los siguientes factores:  

 

a. La asignación básica mensual  

b. Los gastos de representación  

c. La prima de técnica. Cuando sea factor de salario  



 

 

d. Las primas de antigüedad ascensional y de capacitación cuando sean factor 

de salario  

e. La remuneración por trabajo dominical o festivo  

f. La remuneración por trabajo suplementario o de horas extras o realizado en 
jornada nocturna  

g. La bonificación por servicios prestados 

 

Así las cosas, y de acuerdo a las normas aplicadas, el IBL no es un aspecto de 
la transición, reiterando que en el presente asunto se aplicó de forma debida 

la norma vigente para el caso en concreto y reitera la aplicación del precedente 
jurisprudencial en torno al tema debatido. 

 
 

EXCEPCIONES DE FONDO 

 
1.INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA Y COBRO DE LO NO 

DEBIDO: 
 
Como se ha demostrado en el presente proceso, la señora MARIA VICTORIA 

ALVAREZ, tenía derecho a que al momento de reconocerle su derecho 
pensional se le respetara el tiempo de servicios, porcentaje en el monto y edad, 
y los factores a tener en cuenta  en la liquidación de pensión son los enlistados 

taxativamente  en la ley  y sobre los cuales hubiere cotizado el afiliado. 
 

Por ello, solicitar que se le reconozca y pague sumas de dinero, a las cuales 
legalmente no tiene derecho se constituye en una obligación inexistente y por 
lo tanto un cobro de lo no debido. 

 
 

2.AUSENCIA DE VICIOS EN LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
DEMANDADOS:  
 

Los actos administrativos demandados conservan incólume su presunción de 
validez y surten plenamente sus efectos en el mundo jurídico, puesto que no 
han sido desvirtuados por el demandante, toda vez que los mismos no 

contienen vicio alguno que conlleve a su anulación, ya que fueron expedidos 
por la autoridad competente, observando la ritualidad exigida para su creación 

y ejecutoria, tanto los motivos en los que se fundan, como la motivación que 
contienen son consistentes y congruentes con las normas superiores que 
regulan lo concerniente al reconocimiento de la pensión de vejez cobijada por 

el régimen de transición del artículo 36 de la ley 100 de 1993. 

 
 

 
 
 

 
 
 

 
 



 

 

3.PRESCRIPCIÓN: 

 
De acuerdo a lo establecido en el Decreto 1848 de 1969 art. 102 las 
prestaciones sociales prescriben en el término de tres años contados a partir 
de la última petición. La jurisprudencia ha expresado que la pensión de 

jubilación y el derecho a los reajustes no prescriben, pero las mesadas SI, 
razón por la cual, están prescritas todas las obligaciones pensiónales, 
intereses corrientes y/o moratorios, indexación, que se hubieren causado con 

anterioridad a los tres años contados desde la fecha de la presentación de la 
demanda. 

 
Respecto de la figura de la prescripción trienal, ha dicho la Honorable 
Corte Constitucional SENTENCIA C- 072 DE 23 DE FEBRERO   1994 

EXPEDIENTE D- 383 MAGISTRADO PONENTE DOCTOR VLADIMIRO 
NARANJO MESA: 
 

“No se lesiona al trabajador por el hecho de que la ley fije términos para el 
ejercicio de la acción Laboral. EJ derecho de los trabajadores se respeta, 
simplemente se limita el ejercicio de la acción, y se Le da un término razonable 
para ello. El núcleo esencial del derecho al trabajo no sólo esta incólume, sino 
protegido, ya que la prescripción de corto plazo, en estos eventos, busca mayor 
prontitud en el ejercicio de la acción, dada la supremacía del derecho 
fundamental, el cual comporta la exigencia de acción y protección oportunas. 
Así, pues, el legislador no hizo cosa distinta a hacer oportuna la acción; de ahí  
l0 que, en estricto sentido, Prescribe es la viabilidad de una acción concreta 
derivada de la relación laboral, pero nunca  derecho-deber del trabajo. 
 
 La prescripción trienal acusada, no contradice los principios mínimos 
fundamentales establecidos por el Estatuto superior, porque la finalidad que 
persigue es adecuar a la realidad el sentido mismo de la oportunidad, con lo 
cual logra que no se desvanezca el principio  de la inmediatez, que, obviamente, 
favorece al trabajador, por ser la parte más necesitada en la relación laboral. El 
derecho de los trabajadores no puede menoscabarse (art. 53 C.P.), Y es en virtud 
de ello que la prescripción de corto plazo garantiza la oportunidad a que tienen 
derecho los que viven de su trabajo.” 
 

 
4. BUENA FE DE LA ENTIDAD DEMANDADA: 
 

La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, 
en desarrollo de sus actos, se desempeña dentro de los parámetros legales, 

siendo responsable y procediendo con lealtad.  
 

Es importante resaltar que la buena fe en la labor misional de la UGPP, surge 
precisamente de la estricta aplicación de la Constitución, la Ley y el 
precedente jurisprudencial que permite conceder o negar prestaciones 

ajustadas a derecho. 
 

 
 
 

 
 



 

 

Al respecto la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: Como principio 

general del derecho, (la buena fe) ha sido reconocido por la jurisprudencia 
Colombina  especialmente desde 1935, citándose la Jurisprudencia y doctrina 

Francesa y sobre todo el artículo 1603 del Código Civil Colombiano: 
 
“Los contratos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo 
a lo que en ellos se expresa, si no a todas las cosas que emanan precisamente 
de la naturaleza de la obligación, o que por Ley pertenecen a ella”. Norma que 
tiene su correspondencia en numerosos artículos  del Código Civil y que en la 
década del treinta también tendrá en Colombia importante tratamiento 
doctrinal: “De ahí que se hable de la buena fe como de un criterio primordial en 

la interpretación de las convenciones, gracias al cual el Juez puede sacar 
triunfante la equidad sobre rigores del formalismo”. “El principio de buena fe es 
también principio del derecho laboral ha sido incluido en el Código Sustantivo 
de Trabajo, artículo 55 y aparece en la jurisprudencia laboral desde la época 
del Tribunal Supremo del Trabajo: “El principio de buena fe, que no es nuevo si 
no que data de las mejores tradiciones romanas, debe presidir la ejecución de 
los contratos, incluido el trabajo”. Sentencia ésta proferida el 9 de febrero de 
1949 y que llega hasta analizar no solo la buena fe si no la mala fe, en los 
siguientes términos:” 
 
“La mala fe- ha dicho la Corte Suprema de Justicia- debe ser la deducción 
acertada hecha sobre la plena comprobación de hechos precisos de naturaleza 
incompatible con bona fide, como lo sería, en tratándose de la buena fe 
contractual, la demostración evidente de una visible ventaja pecuniaria en una 
negociación celebrada con un incapaz que mostrara un aprovechamiento 
inhonesto des estado de inferioridad en que ocurrió una de las partes a su 
celebración, es decir, la prueba de que se abusó de un estado de debilidad para 
obtener un indebido e injusto provecho,  apreciable en el desequilibrio de los 
valores. Sin olvidar tampoco que la calificación de la fe jurídica, el rigor con que 
se exige o  es exigible buena fe en los negocios de hecho, conformada 
probatoriamente y adoptada en las situaciones de cada caso”. 
 
 
5. EXCEPCIÓN INNOMINADA: 

  
De manera comedida ruego a usted Señor Juez, declarar probadas las 

excepciones que puedan llegar a configurarse durante este proceso y que no 
hayan sido alegadas como tales en este escrito. 
 

 

PRUEBAS 

 

Se tiene como prueba el expediente administrativo de la señora MARIA 
VICTORIA ALVAREZ el cual me permito aportar. 
 

 

 

 

 

 



 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

 

El suscrito en la Secretaría de su Despacho o en la Calle 8 No. 8 – 50 Segundo 
Piso, Popayán - Cauca.  
No. celular :3175020076  

cavelez@ugpp.gov.co 
 

 
 
La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social – UGPP, ubicada en la CALLE 19 No. 68A – 
18, BOGOTÁ D.C. 
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co  

 

 

 

Cordialmente, 

 

 
CARLOS ALBERTO VÉLEZ ALEGRÍA 

C. C No. 76. 328. 346 de Popayán 
T. P No. 151. 741 de C. S. de la Judicatura 

mailto:cavelez@ugpp.gov.co































